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Al Comité de Redacción corresponde enumerar esos cri-
terios; de esa manera desaparece el problema de esta-
blecer una norma complementaria. A su juicio, la Co-
misión no debe ni siquiera abordar el problema; hay
que evitar el empleo de expresiones como la de «trata-
dos en forma simplificada» que no existe en derecho
constitucional y que, aun pudiendo ser útil en ciertos ca-
sos, introduce aquí un elemento de confusión.
80. En conclusión, está de acuerdo en que la Comisión
elija la variante B propuesta por el Relator Especial,
pero no está seguro de que no deba también enunciar
otras normas.

81. El Sr. EL-ERIAN dice que en 1962, cuando ex-
puso su criterio acerca de la ratificación 7 insistió en que
la Comisión formulara una norma supletoria de carácter
general estableciendo que aquélla es necesaria salvo dis-
posición explícita o implícita en contrario.
82. Algunos miembros proponen ahora que la Comi-
sión siga un criterio pragmático y no adopte posición en
cuestiones de principio. A su juicio, el caso actual no
admite que se eludan las cuestiones de principio. El pá-
rrafo 4 del comentario al artículo 12 dice que es excep-
cional que se guarde un silencio total acerca del proble-
ma de la ratificación y que es muy reducido el número
de casos que han de regirse por una norma general8.
Por ello es claro que la formulación de una norma ge-
neral supletoria al respecto no originaría en la práctica
las dificultades que temen algunos miembros.
83. El Gobierno del Reino Unido ha expuesto su te-
mor de que las complicadas disposiciones de este artícu-
lo, tal como está redactado ahora, puedan suscitar di-
ficultades que no existen actualmente (A/CN.4/175,
sección I, 18). El problema, por tanto, no está en re-
solver con criterio pragmático las dificultades existentes;
se trata más bien de una cuestión de principio que debe
abordarse teniendo en cuenta el papel desempeñado por
la institución de la ratificación en las relaciones entre el
poder ejecutivo y el poder legislativo cuando se concier-
ta un tratado. El requisito de la aprobación parlamenta-
ria para la ratificación permite al Parlamento fiscalizar
los actos del poder ejecutivo cuando se concierta un tra-
tado. El proyecto de la Comisión debe reflejar la evolu-
ción de las disposiciones constitucionales en materia de
elaboración de tratados.

84. En cuanto a las preguntas hechas por el Relator
Especial a la Comisión, responde afirmativamente a la
primera, es decir, si se ha de enunciar una norma suple-
toria en el sentido de que se requiere la ratificación salvo
que se excluya explícita o implícitamente.
85. En cuanto a la cuestión de si la norma tradicional
ha perdido tanta fuerza, a causa de la enorme cantidad
de tratados concluidos por procedimientos simplificados,
que ya no puede mantenerse como norma básica, opina
que no hay por qué conceder a los tratados en forma
simplificada una importancia superior a la que realmente
merecen. Es indudable que la expansión de las relacio-
nes entre los Estados, especialmente en las esferas eco-

7 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. I, pág. 102, párrs. 96 a 100.

8 Op. cit., vol. II, pág. 198.

nómica y técnica, ha conducido a una utilización cada
vez mayor de los tipos menos solemnes de tratados; pero
ello no debe modificar el carácter institucional de la ra-
tificación.
86. Las normas que se adopten han de tener cierta
flexibilidad. Algunos tratados disponen la entrada en vi-
gor provisional en el momento de la firma, y la entrada
en vigor definitiva en el momento de la ratificación. In-
cluso un canje de notas o cualquier otro acuerdo no so-
lemne utilizado por conveniencia práctica está a menudo
sujeto a ratificación, de suerte que la celebración de un
tratado en forma simplificada no supone forzosamente
la intención de prescindir de la ratificación. Por todas
estas razones, comparte el criterio del Relator Especial
de que no es necesario basar las normas en la distinción
entre tratados solemnes y tratados no solemnes.
87. El párrafo 2 del artículo 12 en su forma revisada
especifica algunas de las circunstancias de la celebración
de un tratado que pueden tenerse en cuenta para inter-
pretar la intención de las partes con respecto a la rati-
ficación. A su juicio, ese párrafo complica innecesaria-
mente el artículo y trata de un problema de interpreta-
ción que debe dejarse a los tribunales. La tarea de la
Comisión es elaborar normas y no interpretar la inten-
ción de las partes.
88. Debe simplificarse el artículo pero no distinguien-
do entre tratados solemnes y tratados no solemnes, como
sugieren algunos gobiernos, o invirtiendo la presunción
formulada en el artículo, como proponen otros. La fina-
lidad de esa simplificación habrá de ser evitar disposi-
ciones detalladas que prevean una complicada serie de
situaciones concretas con las excepciones correspondien-
tes, y establecer en cambio una regla general con ciertas
excepciones.
89. Ha escuchado con gran interés las intervenciones
del Sr. Tunkin y del Sr. Ago, pero se reserva su opinión
acerca de las propuestas de éstos hasta que las haya
visto por escrito.

Se levanta la sesión a las 12.55 horas.
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Derecho de los tratados

(A/CN. 4/175 y Add. 1 a 3; A/CN. 4/177 y Add. 1;
A/CN. 4/L. 107)

(continuación)

[Tema 2 del programa]

ARTÍCULO 12 (Ratificación) (continuación)

1. El PRESIDENTE invita a la Comisión a continuar
el examen del artículo 12 1.
2. El Sr. PAL dice que durante las deliberaciones de
1962, el principio consignado en el párrafo 1 no fue
aceptado sin discusión y que el texto del artículo, en su
conjunto, representa una fórmula de transacción. Las
observaciones de los gobiernos muestran que hay, como
en la Comisión, divergencia de opiniones en cuanto al
principio; algunos lo apoyan, pero otros lo impugnan.
Por tanto, es conveniente que la Comisión proceda con
cautela, al menos cuando se ocupe del principio de la
ratificación. El trámite de la ratificación responde a la
necesidad de observar un principio que es quizá el de
la cautela necesaria puesto que, por su naturaleza mis-
ma, la facultad de entablar relaciones contractuales es
una especie de facultad delegada que exige ciertas pre-
cauciones para que la relación sea definitiva. Las elo-
cuentes cifras mencionadas por el Sr. Lachs podrían
muy bien indicar una variación temporal que no de-
muestra que exista ya un cambio radical de actitud. Es
indudable que si esa situación ha sido posible incluso en
un mundo todavía dividido en dos órdenes totalmente
distintos es quizá porque ambos siguen viviendo bajo la
presión de la planificación central sin que ello afecte en
modo alguno a las diferencias fundamentales que los se-
paran. Ahora bien, mientras esos órdenes sigan siendo
radicalmente distintos, no serán superfluos los requisitos
de la cautela que supone el principio de la ratificación.

3. De las diversas propuestas presentadas prefiere la
variante B del Relator Especial con las enmiendas suge-
ridas por el Sr. Tunkin.

4. El Sr. BRIGGS dice que el procedimiento más útil
para la Comisión sería establecer disposiciones que
orienten a los Estados en el problema práctico de deter-
minar cuándo es o no necesaria la ratificación para la
entrada en vigor de un tratado conforme al derecho in-
ternacional. La Comisión no está llamada a resolver el
problema doctrinal de principio que divide a los Esta-
dos y que, por la forma en que se ha presentado, puede
incluso ser insoluble. Por consiguiente, lo acertado sería
prescindir de toda declaración en el sentido de que en
principio los tratados exigen, o no exigen, ratificación.
5. No hay por qué tratar de los requisitos del derecho
constitucional ni intentar incorporarlos al derecho inter-
nacional. El proyecto se refiere a la ratificación en dere-
cho internacional, definida en el apartado d del párrafo 1
del artículo 1 como «el acto... por el cual un Estado
hace constar en la esfera internacional su consentimiento

i Vid. después del párr. 81 de la 783.a sesión y párr. 2 de la
784.a sesión.

en obligarse por un tratado». Así queda debidamente
protegido el derecho de todo Estado a exigir cualquier
garantía interna o constitucional que su política le acon-
seje.
6. La Comisión debe partir de la premisa de que los
Estados que celebran un tratado pueden discrecional-
mente decidir si la entrada en vigor ha de tener lugar
mediante el canje o depósito de las ratificaciones, o me-
diante la firma. Partiendo de esa base, debe fijarse la
atención en la intención manifiesta.
7. Sugiere, por ello, que el artículo empiece con dos
párrafos que recojan respectivamente las ideas expresa-
das en el apartado a del párrafo 1 de la variante A y en
el apartado a del párrafo 1 de la variante B. El primero
de esos párrafos diría más o menos así:

«Un tratado deberá ser ratificado cuando en el tra-
tado mismo se prevea que estará sujeto a ratifica-
ción.»

Lo que con ello sugiere es sólo que se sustituyan las pa-
labras «se previese expresamente» por «se prevea» en el
texto del apartado a del párrafo 1 de la variante B. El
artículo debe empezar con esa disposición porque, como
señala el Gobierno de los Estados Unidos en sus obser-
vaciones (A/CN.4/175, sección I, 8), conviene que los
casos que exigen ratificación se indiquen antes que las
excepciones.

8. Las excepciones figurarían en un segundo párrafo,
compuesto a base del apartado a del párrafo 1 de la va-
riante A y que diría más o menos así:

«Un tratado no exigirá ratificación cuando en el
tratado mismo se prevea que entrará en vigor en el
momento de la firma o mediante un procedimiento
distinto al de la ratificación.»

9. Ha sabido de algunos tratados que entraban en vi-
gor con la firma, a pesar de lo cual preveían la ulterior
ratificación para satisfacer los requisitos constituciona-
les; ahora bien, en esos casos el vocablo «ratificación»
no se empleaba en el sentido en que lo define el pro-
yecto de la Comisión.
10. El Relator Especial sugiere en el párrafo 3 de sus
observaciones (A/CN.4/177) que la adopción de un cri-
terio pragmático entraña el peligro de que las reglas
enunciadas se dupliquen o contradigan y de que cierto
número de casos queden excluidos de toda regla. Per-
sonalmente, cree que esos peligros podrían ser reduci-
dos al mínimo por el Comité de Redacción.
11. En el párrafo 5 de sus observaciones, el Relator
Especial señala el peligro de que, como lógica conse-
cuencia, surja de la variante A o de la variante B una
norma supletoria contraria. Ahora bien, si la Comisión
presenta ambas variantes como fórmula de transacción
en vez de proponer una u otra exclusivamente, se evi-
tará ese dilema.
12. El problema principal, sin embargo, es el de deter-
minar en qué casos la ratificación es necesaria aunque
el tratado nada diga al respecto. Algunas decisiones de
los tribunales y una práctica considerable de los Estados
pueden aducirse en apoyo del requisito de la ratificación.
A pesar de ello, se advierte en la práctica contemporá-
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nea una fuerte tendencia contraria, la cual en el caso de
los Estados Unidos de América se remonta a 1870 y
permite recurrir a acuerdos en forma simplificada y a
tratados solemnes, aunque la Constitución se refiere sólo
a estos últimos. Cierto es que, en la práctica, hay en los
Estados Unidos más «acuerdos ejecutivos» que no han
sido sometidos al Senado, que tratados que 'lo hayan
sido.
13. Conviene en que debe desistirse de basar el pro-
yecto en una distinción entre tratados solemnes y no so-
lemnes; aparte de las dificultades de definición, podría
darse a entender una distinción fundamental jurídica ba-
sada en la forma, distinción que induciría a errores.
Como el derecho internacional considera que tanto los
tratados solemnes como los no solemnes son obligato-
rios, y como ambos tipos de tratados siguen desempe-
ñando un papel importante en la práctica contemporá-
nea, debe tenerse cuidado de no dificultar el empleo de
unos y otros.

14. Cuando los negociadores de un tratado no se han
preocupado de decir nada al respecto, habrá que recu-
rrir a la prueba de la intención de las partes, como ha
señalado el Sr. Tunkin, para saber si el tratado exige
ratificación. La prueba debe tener más fuerza que la
mera deducción lógica de un principio general. A este
respecto, las plenipotencias merecen mención especial,
como en el apartado c del párrafo 3 y en el apartado b
del párrafo 2 del proyecto de 1962, y convendría que
ambas disposiciones, debidamente revisadas, se conser-
varan en el texto final del artículo 12. Al Comité de Re-
dacción también le serán útiles algunas de las disposi-
ciones del apartado b del párrafo 1 de las variantes
A y B.

15. Los nuevos párrafos 2 y 3 del Relator Especial
no parecen muy necesarios. Una tesis análoga a la del
párrafo 2 fue aducida por Nicaragua en 1960 ante la
Corte Internacional de Justicia en el asunto relativo al
laudo arbitral del Rey de España de 23 de diciembre
de 1906 2, pero la Corte en su fallo prescindió de los
tratados anteriores entre las partes. En cuanto al párra-
fo 3, aunque es cierto que las situaciones en él previstas
ocurren realmente, no es necesario incluir disposiciones
detalladas al respecto ya que no se trata de prohibir la
práctica prevista implícitamente en el apartado b del pá-
rrafo 2 y en el apartado c del párrafo 3 del proyecto
de 1962.

16. El texto propuesto por el Sr. Ago para el artícu-
lo 12 merece detenido examen. En 1962 el orador su-
girió, en las sesiones 645.a y 646.a, unos artículos sobre
firma y ratificación 3, análogos en términos generales a
las disposiciones que ahora sugiere el Sr. Ago 4.
17. No acepta la solución de que se invite a la Comi-
sión a escoger entre las variantes A y B, y pide que las
ideas expresadas en ambas se combinen en un solo ar-
tículo. La Comisión puede, si así lo desea, adoptar la
solución propuesta por el Sr. Ago y tratar en dos párra-

2 I.C.J. Reports, 1960, pág. 213.
3 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,

vol. I, pág. 107, párr. 52, y pág. 113, párr. 30.
* Vid. párrs. 70 a 72 de la 784.a sesión.

fos o artículos distintos del consentimiento de un Estado
en obligarse mediante la ratificación y del consentimien-
to expresado mediante la firma.

18. El Sr. AMADO dice que la invención superflua de
la autenticación, fase arbitraria que la Comisión desea
introducir en la concertación de tratados, le causa tanto
horror como le complace la institución de la ratificación.
19. En los tiempos en que los emisarios de un sobe-
rano tenían que hacer largos viajes para efectuar las ne-
gociaciones, el tratado quedaba sujeto a ratificación, a
fin de que el soberano pudiera estudiar el texto antes de
confirmarlo. En la actualidad, con la multiplicación de
las relaciones entre los Estados y unos medios de comu-
nicación mucho más rápidos, la institución de la rati-
ficación ha perdido gran parte de su prestigio. Existe
todavía, pero es sólo una de las formas de entrada en
vigor de los tratados. Muchos Estados consideran que
la firma de un tratado puede equivaler a su ratificación.
Incumbe al Estado mismo decir si desea someter un tra-
tado a la aprobación parlamentaria y a su ulterior rati-
ficación por el jefe del Estado.
20. La labor de la Comisión es dificilísima debido al
gran número de normas adicionales y al hecho de que
la forma del instrumento no es decisiva; en efecto, algu-
nos tratados en forma simplificada están sujetos a rati-
ficación en tanto que no lo están todos los tratados so-
lemnes. En consecuencia, se inclina por la variante B
que el Relator Especial ha propuesto, porque es la que
refleja el estado del derecho internacional.
21. En cuanto al apartado b de la variante B, desea
hacer la misma reserva que el Sr. Yasseen en la sesión
precedente5. Ya en el último período de sesiones se
opuso a la tendencia de la Comisión a asignar excesiva
importancia a los trabajos preparatorios 6; éstos son una
especie de batalla en la que los Estados se esfuerzan a
veces por disimular sus verdaderos objetivos, de suerte
que dichos trabajos, lejos de revelar la verdad, sirven
con frecuencia para oscurecerla.
22. Cuando la Comisión estudió la interpretación de
los tratados, algunos miembros se opusieron a que figu-
rase esa cuestión en el proyecto. A la sazón se trataba
de enunciar los principios de interpretación a propó-
sito de la aplicación de los tratados. Sin duda sería
mucho más peligroso aún recurrir a la interpretación,
antes incluso de que el tratado entre en vigor, para de-
cidir si éste debe o no ratificarse.
23. Hace suyos los argumentos aducidos por los Sres.
Tunkin, Lachs y de Luna; al formular normas, la Comi-
sión no debe olvidar que los Estados se guían ante todo
y sobre todo por sus propios intereses.
24. Acepta el artículo 12 en principio, con la varian-
te B, y está seguro de que el Comité de Redacción en-
contrará el modo de decir lo más posible con el menor
número de palabras.

25. El Sr. JIMÉNEZ de ARÉCHAGA dice que, si bien
las palabras «en principio» del párrafo 1 de introducción

6 Vid. párr. 32 de la 784.a sesión.
6 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1964,

vol. I, pág. 296, párr. 55.
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del artículo 12 pueden dar la impresión de que la Co-
misión se propuso adoptar una posición en una contro-
versia doctrinal, tal no ha sido en realidad su propósito;
lo que ha querido es enunciar una norma supletoria
aplicable cuando la intención de las partes respecto de
la ratificación no aparezca en forma expresa ni tácita.
Se habría obrado en armonía con ese propósito original
si la norma supletoria se hubiera redactado, como su-
girió el Sr. Ago en la sesión anterior, en forma de un
párrafo final que indicase la regla aplicable en caso de
silencio total de las partes. Por desgracia, el texto de la
propuesta del Sr. Ago no contiene ese párrafo final.

26. Apoya por entero la tesis del Relator Especial de
que debe conservarse una norma supletoria; hay que evi-
tar ese enunciado llamado «neutral», que en la práctica
no sería más que un medio de esquivar el problema. La
finalidad principal de todo el proyecto es precisamente
enunciar las normas aplicables cuando las partes contra-
tantes guardan silencio sobre un problema dado. La Co-
misión no debe cambiar su modo de abordar la cuestión,
ni su método de codificación, simplemente por tener
planteado un problema en el que las opiniones de los
Estados están divididas.
27. En 1962, tras un estudio detenido, la Comisión
tomó como punto de partida la norma supletoria tradi-
cional y bien establecida de que, salvo cuando una in-
tención en contrario se deduzca del texto o de la forma
o circunstancias del tratado, la ratificación es necesaria.
A la vista de las observaciones de los gobiernos, la Co-
misión está empeñada ahora en algo que equivale a re-
visar una decisión que representaba una cuidadosa fór-
mula de transacción.

28. En gran número de países, entre ellos muchos de
América Latina, el derecho constitucional exige la pre-
via aprobación parlamentaria para la ratificación de to-
dos o de casi todos los tratados. Expresó, por ello, cier-
tas dudas en cuanto a la fórmula de 1962, ya que ésta
no iba lo bastante lejos al establecer la necesidad de la
ratificación. Sin embargo, con la inclusión de la norma
supletoria del párrafo 1, aceptó el artículo 12, aun cuan-
do éste significaba un cambio considerable en la prác-
tica seguida actualmente respecto de los tratados en for-
ma simplificada, en particular el canje de notas. Esta
concesión, que él y otros miembros que sustentaban el
mismo criterio hicieron en 1962 respecto de los tratados
en forma simplificada, se haría extensiva con la varian-
te B a todos los tratados, sea cual fuere su forma. De
adoptarse la fórmula de esa variante, los Estados cuyas
constituciones exigen la aprobación parlamentaria antes
de la ratificación tendrían que velar por que se insertase
una cláusula expresa en cada tratado o en las plenipo-
tencias, en el sentido de que la ratificación es necesaria:
de lo contrario, podrían encontrarse desprevenidos y dar
su consentimiento involuntariamente. Está seguro por
ello de que la variante B resultará inaceptable para mu-
chos Estados, quizá incluso para la mayoría de los que
sean invitados a asistir a una conferencia plenipotencia-
ria sobre el derecho de los tratados.

29. En cuanto a la sugestión de que la norma clásica
ha perdido efectividad por el número cada vez mayor de
tratados en forma simplificada, no cree pertinente el ar-

gumento de que dichos tratados son numéricamente más
importantes que los de tipo más solemne. La verdad es
que en los últimos años ha aumentado muchísimo el nú-
mero de acuerdos de importancia secundaria o de carác-
ter administrativo, acuerdos que exceden con mucho en
número a los tratados de importancia política o eco-
nómica cfue, en la mayoría de los casos, son los que re-
quieren ratificación. La norma clásica sigue estando fir-
memente establecida, ya que refleja las disposiciones
constitucionales de gran número de Estados Miembros
de las Naciones Unidas.
30. En un folleto titulado Law and Practices Concern-
ing the Conclusion of Treaties 7, publicado por las Na-
ciones Unidas en 1953 en relación con la codificación del
derecho de los tratados, puede verse que de los 86 paí-
ses donde se ha obtenido información, sólo 20 no requie-
ren la aprobación legislativa para la ratificación de los
tratados. Los otros 66 Estados exigen esa aprobación
de una manera o de otra, 36 para toda clase de trata-
dos y los otros 30 para ciertos tipos concretos. En estos
últimos Estados las disposiciones constitucionales al res-
pecto son tan amplias que sólo los órganos constitucio-
nales del país pueden determinar cuáles son los tratados
que requieren aprobación parlamentaria y cuáles no. Por
consiguiente, si la Comisión escoge la variante B, incluso
esos Estados se verán obligados a insertar en cualquier
instrumento internacional que firmen, una disposición
concreta para salvaguardar el requisito de la ratificación;
de lo contrario, el negociador podría después encon-
trarse con que había dado un consentimiento irrevoca-
ble en violación de la constitución de su país. Esos Es-
tados quedarían así privados de la facultad que ahora
tienen, y debidamente ejercen, de determinar cuando les
venga bien y después de la firma si son aplicables a de-
terminado tratado las disposiciones constitucionales que
exige la aprobación parlamentaria.

31. Sólo cuatro gobiernos de los que han enviado ob-
servaciones (A/CN.4/175) apoyan una norma contraria
a la establecida en el párrafo 1. Aparte del hecho de
que 16 de esos Estados son partidarios del párrafo 1, el
examen de la respuesta del Gobierno de Dinamarca re-
vela que, a juicio de éste, entre las circunstancias que
demuestran la intención de exigir la ratificación «puede
incluirse la exigencia constitucional de ratificación». Ese
Gobierno adopta así una posición incluso más extrema
en apoyo de la tesis constitucionalista.
32. La petición del Gobierno sueco de que se invierta
de una vez la norma del párrafo 1 parece tener por ob-
jeto que los Estados estipulen expresamente la necesidad
de ratificación, práctica que actualmente se sigue en
Suecia. No cree que la Comisión deba adoptar una dis-
posición que obligue a gran número de Estados a incluir
en todos sus tratados una cláusula de ese tipo. La fina-
lidad exclusiva de las normas supletorias, tanto en el
derecho contractual como en el derecho de los tratados,
es establecer la presunción de que esas normas son las
que las partes habrían insertado de haber previsto la si-
tuación.
33. El Gobierno del Reino Unido ha sido muy cauto
en sus observaciones, limitándose a insinuar que «es

7 ST/LEG/SER.B/3.
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muy defendible la norma contraria». Conviene recordar
que, como se indica en el folleto antes citado, el Reino
Unido carece del sistema de fiscalización parlamentaria
de la celebración de tratados que existe en muchos paí-
ses; no parece justo, pues, que las opiniones de uno o
dos Estados de un grupo minoritario de 20 prevalezcan
sobre las de la mayoría. No debe adoptarse una norma
supletoria que ha de plantear dificultades a la inmensa
mayoría de los Estados.

34. El Sr. LACHS no cree conveniente imponer a los
gobiernos el deber de expresar su consentimiento me-
diante la ratificación; la Comisión debe limitarse a la
cuestión de la prueba cuando no es clara la intención de
las partes. Sería también prudente no dejarse llevar por
cuestiones constitucionales, en parte por la gran varie-
dad de disposiciones constitucionales al respecto y, en
parte, porque ningún Estado estaría dispuesto a modi-
ficar su constitución para ajustaría al proyecto de ar-
tículos.

35. Por lo demás, en el problema de la ratificación no
sólo se hallan en juego las disposiciones constitucionales;
ha habido tratados, como el de 1902 entre el Reino Uni-
do y el Japón, que entraron en vigor con la firma, aun-
que preveían también la ratificación. Ha tenido conoci-
miento de gran número de instrumentos que, a pesar de
no exigir ratificación, fueron ratificados por todas las
partes para destacar su importancia. Por otra parte, a
veces se elude la ratificación por entrañar complicados
problemas de reconocimiento.

36. De las dos variantes propuestas por el Relator Es-
pecial, se inclina por la B. También le interesa la fórmu-
la propuesta por el Sr. Ago, que destaca no tanto el ins-
trumento como el consentimiento efectivo del Estado en
obligarse por el tratado. Si la Comisión limita las dispo-
siciones del artíctfo 12 a !a ratificación, el párrafo 1 de
la propuesta del Sr. Ago podría servir de base para el
trabajo del Comité de Redacción y el párrafo 2 podría
incorporarse al artículo 10.

37. Señaló el Sr. Tunkin la frecuencia cada vez mayor
con que los Estados consideran la aprobación como ins-
titución análoga a la ratificación. Quizá fuera por tanto
aconsejable cambiar el título del artículo 12 por «Rati-
ficación y aprobación». Con todo, ha sabido reciente-
mente de un tratado en el que no se utiliza ninguno de
esos dos términos; la disposición pertinente alude a las
formalidades previstas por el derecho interno.

38. El PRESIDENTE, hablando como miembro de la
Comisión, recuerda que en 1962 se opuso al artículo 12,
aunque por motivos distintos de los que han expresado
otros miembros de la Comisión.

39. A su juicio, ese artículo debería responder a dos
exigencias fundamentales. La primera, que en las rela-
ciones internacionales es preciso estar seguro de que se
ha manifestado la voluntad del Estado y de que esa vo-
luntad manifiesta obliga a éste. La segunda se refiere a la
voluntad misma: todos están de acuerdo en cuanto al
principio de que los tratados han de aplicarse, pero a ese
efecto la voluntad manifiesta debe ser en realidad la de
las partes.

40. Por razones a la vez teóricas y prácticas, es parti-
dario de la institución de la ratificación y estima que,
a los efectos del desarrollo progresivo del derecho inter-
nacional, la Comisión debe exigir que la voluntad de las
partes sea real, especialmente cuando se trate de países
pequeños o medianos. Hay en la historia muchos ejem-
plos de tratados concertados bajo la presión de una de
las partes. En tales casos, el Estado que quiere imponer
su voluntad pide que el tratado entre en vigor sin rati-
ficación, porque no quiere dar tiempo a la otra parte
para reflexionar o consultar la voluntad nacional; hay
entonces abuso, aun cuando el tratado contenga una
cláusula dispensatoria de la ratificación y los negociado-
res tengan poderes para expresar el consentimiento del
Estado. Si la Comisión renunciase a exigir la ratificación
o a la aprobación, prepararía y facilitaría los abusos de
poder que precisamente en la segunda parte de su pro-
yecto trata de evitar.
41. Se ha dicho que el procedimiento para la entrada
en vigor de los tratados debe simplificarse y acelerarse.
En realidad, lo que importa no es la rapidez, sino que
los Estados tengan la seguridad de que su voluntad será
respetada. Tampoco el hecho de que un tratado se con-
cierte en forma simplificada es motivo para prescindir
de la ratificación. Lo importante no es la forma de un
tratado sino su fondo.
42. Sigue oponiéndose no sólo al artículo 12 del pro-
yecto de 1962 sino también a la nueva versión pro-
puesta, tanto en la variante A como en la variante B.

43. El Sr. TUNKIN dice que se ha originado alguna
confusión entre los requisitos del derecho interno y los
del derecho internacional; el término «tratado» también
ha dado lugar a equívocos. En la práctica constitucional
de la gran mayoría de los países, el término «tratado»
no se aplica a cualquier acuerdo entre Estados sino sólo
a los instrumentos más importantes que requieren ratifi-
cación. Sin embargo, en el proyecto de la Comisión se
aplica el término «tratado» a todos los acuerdos entre
Estados; de éstos, los «tratados» en el antiguo y más
restringido sentido sólo constituyen una minoría. Son
los tratados en el antiguo sentido los que exigen, por
ejemplo en los Estados Unidos, el consentimiento del Se-
nado para su ratificación; otros instrumentos tales como
los acuerdos ejecutivos representan la mayor parte de los
acuerdos celebrados por los Estados Unidos. En la
URSS, la ratificación es obligatoria para ciertos tratados,
pero muchos acuerdos concertados por el Gobierno o
por los diversos ministerios no la requieren. Por estos
motivos, importa tener presente en el debate que el tér-
mino «tratado», tal como se emplea en el proyecto de
artículos, comprende toda la gama de acuerdos entre Es-
tados.
44. Aun cuando los requisitos constitucionales para la
ratificación exigidos por todo un grupo de Estados fue-
ran similares, esto de por sí no probaría la existencia de
una norma análoga de derecho internacional sino sólo la
práctica establecida. Esa práctica podría adquirir el ca-
rácter de norma obligatoria para los Estados en virtud
de su reconocimiento como norma jurídica.
45. Un análisis de la práctica internacional existente
demuestra que en realidad no hay una norma de dere-
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cho internacional que exija a los Estados ratificar todo
tratado que celebren; tampoco sería justificable impo-
nerles esa obligación o argüir que los tratados no sujetos
a ratificación se apartan de lo dispuesto por el derecho
internacional. Hay razones teóricas y prácticas que im-
piden formular tal norma, pues la manera de expresar
el consentimiento para obligarse por un tratado es de la
competencia del derecho interno y, como ha señalado el
Sr. Lachs, la práctica de los Estados difiere mucho en
esa materia.

46. El PRESIDENTE, hablando como miembro de la
Comisión, dice que el Artículo 102 de la Carta se refiere
concretamente a «todo tratado y todo acuerdo interna-
cional» y que el artículo 1 del Reglamento para el re-
gistro y publicación de tratados y acuerdos internacio-
nales 8 dispone que el reglamento es aplicable a «todo
tratado o acuerdo internacional, cualesquiera sean la for-
ma y el nombre con que aparezca designado». La Co-
misión ha aceptado también esa norma en el apartado a
del artículo 1 de su proyecto.
47. Por otra parte, el objetivo de la Comisión no es
sólo determinar las normas existentes en la práctica, sino
promover el desarrollo progresivo del derecho interna-
cional. Es cierto que no se acepta universalmente la nor-
ma que establece el requisito de la ratificación; en ge-
neral las grandes Potencias se oponen a ella, en tanto
que los pequeños Estados la defienden. Su propia opi-
nión es que, para proteger la voluntad de los Estados, la
Comisión debe establecer como norma el requisito de la
ratificación.

48. El Sr. TUNKIN discrepa del Presidente porque
comparte el criterio de la mayoría, de que el proyecto de
artículos de la Comisión debe comprender todos los ti-
pos de acuerdo internacional entre Estados y no sola-
mente los tratados en sentido estricto.
49. Tampoco acepta el argumento del Presidente de
que en la práctica haya una diferencia de actitud entre
las grandes y las pequeñas Potencias. En cuanto a la
fuerza que pueda tener la práctica actual, siempre ha
opinado que ésta, como tal, no constituye una norma
jurídica. La práctica ha de ser examinada en relación
con los principios fundamentales del derecho interna-
cional contemporáneo, y eso le lleva a la conclusión de
que no puede haber norma alguna que exija que los tra-
tados hayan de ser ratificados.

50. El Sr. AMADO dice que el Sr. Lachs y el Sr. Jimé-
nez de Aréchaga han hecho mucho más hincapié en el
término «aprobación» que el Sr. Tunkin, quien lo ha
mencionado sólo de pasada en la sesión anterior. En las
repúblicas sudamericanas, la «aprobación» es el acto por
el que el parlamento aprueba un tratado, después de lo
cual el Presidente de la república lo ratifica. Así, apro-
bación es sinónimo de aceptación por el Estado. Sería
muy deplorable que la Comisión utilizara ese término
en sus debates sin haberlo definido.
51. El Sr. Jiménez de Aréchaga ha dicho que un tra-
tado sólo puede obligar después de ratificado, aun cuan-

8 Anuario de la Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. II, pág. 221.

do ni el tratado ni los poderes de los negociadores exijan
explícitamente la ratificación. Eso es lo que ocurre en las
repúblicas sudamericanas; muchos tratados entre el Bra-
sil y el Reino Unido han entrado en vigor por la mera
firma del Reino Unido, pero después de la ratificación
por el Brasil. Pero como el Sr. de Luna ha señalado
acertadamente, también hay muchos tratados firmados a
reserva de ratificación, que después no han sido ratifica-
dos. Ése es el caso de muchos proyectos de organización
panamericana.

52. El Sr. VERDROSS explica que, conforme a la
Constitución austríaca, el Presidente concierta tratados
internacionales, pero puede delegar sus poderes en el
Consejo de Ministros o en un ministro para todos aque-
llos tratados que no requieran el consentimiento del par-
lamento. La ratificación sólo es necesaria para los con-
certados por el propio Presidente de la república que
según la Constitución precisan la aprobación parlamen-
taria; los tratados concertados por un ministro o por el
Consejo de Ministros no necesitan ratificación.
53. A su juicio, todo depende de la competencia del
ministro o de los plenos poderes del órgano subalterno
que concluya el tratado: si éste es competente para con-
certarlo, puede hacerlo en cualquier forma.
54. En cuanto a las presiones que puedan ejercerse so-
bre los países pequeños, se remite a los artículos 35
y 36, relativos a la coacción.
55. Cree, como el Sr. Tunkin, que no puede decirse
en principio que todos los tratados han de ser ratifica-
dos. No deben imponerse limitaciones en cuanto a la
forma. Lo que importa es el verdadero consentimiento
de todos los Estados que celebren el tratado.

56. El Sr. JIMÉNEZ de ARÉCHAGA desea disipar
algunos equívocos suscitados al parecer por sus obser-
vaciones. El Sr. Tunkin ha argüido que las disposicio-
nes constitucionales internas se refieren únicamente a los
tratados en sentido estricto, mientras que el proyecto de
artículos ha de abarcar todos los acuerdos internacio-
nales, que no siempre requieren ratificación. No obs-
tante, hay instrumentos constitucionales, como los del
Uruguay y algunos otros países de América Latina, que
se refieren de hecho a los tratados en sentido amplio; en
todo caso el argumento del Sr. Tunkin no es decisivo
porque el proyecto de artículos es también aplicable a
los tratados stricto sensu, muchos de los cuales, en espe-
cial los de gran trascendencia política, exigen la ratifi-
cación.

57. Jamás ha puesto en duda que el derecho constitu-
cional sea una fuente del derecho internacional; sólo ha
querido recordar a la Comisión que en la mayoría de los
Estados hay disposiciones constitucionales que exigen la
aprobación parlamentaria para que pueda considerarse
que el Estado consiente en obligarse por el tratado. Esos
Estados necesitan por consiguiente que su consentimien-
to definitivo dependa de la ratificación, ya que ésta cons-
tituye la única oportunidad de solicitar la aprobación
parlamentaria antes de quedar obligado. Al señalar este
punto a la atención de los miembros ha querido poner
de relieve que si la Comisión propusiera una norma «su-
pletoria», expresión criticada por el Sr. Amado, pero
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que ha tenido aceptación general, tendría que tener en
cuenta los requisitos que la mayoría de los Estados exi-
gen. Por otra parte, tampoco cree que se le pueda acu-
sar de haber confundido el proceso de aprobación par-
lamentaria con el de ratificación.
58. Las observaciones del Presidente constituyen otro
argumento adecuado: el peligro de que se presione a los
negociadores para impedirles insertar una cláusula que
exija la ratificación. Las disposiciones sobre ratificación
incluidas en la Convención de La Habana de 1928 sobre
tratados 9 tienen por objeto dar protección contra pre-
siones de esa índole.
59. El Sr. Amado ha deplorado con razón que varios
acuerdos entre Estados de América Latina no hayan
sido ratificados, pero esa situación no se remedia elimi-
nando simplemente las disposiciones sobre ratificación.

60. El Sr. de LUNA dice que todo esfuerzo de la Co-
misión por reformar la conducta de los Estados está
condenado a fracasar. Los argumentos estadísticos no
han de influir en su decisión. No todos los Estados de
América Latina siguen la misma práctica y la Comisión
no debería enunciar normas que perjudiquen ni a un
solo tratado. Los eminentes profesores latinoamericanos
que se han ocupado del asunto no se limitan a exponer
lo que han aprendido en los libros, pues todos han sido
embajadores o ministros de relaciones exteriores. Por
propia experiencia durante diecisiete años, sabe que los
tratados sin ratificar son una exigencia de la vida inter-
nacional; en la mayoría de los casos sería imposible apla-
zar ni siquiera una semana la entrada en vigor del tra-
tado.

61. En los casos excepcionales en que un Estado es-
time que su constitución le obliga, no en teoría sino en
la práctica, a ratificar, bastará que consigne esa exigen-
cia en el tratado. Nadie le impedirá hacerlo, y si no lo
hace, no será por olvido, sino por tener motivos para
obrar de ese modo.
62. Si se desea establecer esa presunción, que respon-
de a la práctica y a las necesidades de la vida interna-
cional, ¿por qué no conservar la fórmula tradicional o,
como ha sugerido el Sr. Jiménez de Aréchaga, no par-
tir de la presunción inversa, es decir que cuando los
Estados lo estimen oportuno digan que el tratado no re-
quiere ratificación expresa?
63. Si el poder ejecutivo ha llegado a la práctica de los
«acuerdos ejecutivos», no lo ha hecho con mala inten-
ción, sino por necesidad, y el procedimiento varía de un
país a otro. En algún momento la «aprobación», en lu-
gar de la ratificación, ha sido una necesidad para los
Estados Unidos. El valor de las palabras es convencio-
nal y en derecho depende sólo de que suelan o no usar-
se en la práctica y en la doctrina.
64. Si la Comisión establece una presunción en tal
sentido, muchos Estados que se hallan ante esa necesi-
dad y que no suelen ratificar los tratados se opondrán
enérgicamente a toda indicación expresa de que ellos no
exigen la ratificación, sino que se contentan con el proce-

9 Dotación Carneggie, Conferencias Internacionales America-
nas 1889-1936, pág. 368.

dimiento establecido por la práctica internacional en vir-
tud del cual, al no haber ninguna cláusula al respecto,
el tratado entra en vigor sin necesidad de ser ratificado.
65. Lo que sucede es que una parte de la doctrina
teme que se infrinjan ciertas normas constitucionales.
Olvidando que el derecho internacional es completa-
mente distinto del derecho interno, los Estados quieren
que el derecho internacional sea el guardián de su pro-
pia constitución, pretensión que es no sólo inútil sino
irrealizable.
66. En la práctica, los parlamentos disponen de diver-
sos medios para fiscalizar los actos del poder ejecutivo
en lo concerniente a las relaciones exteriores; ahora
bien, de hecho, no hay institución alguna de fiscaliza-
ción parlamentaria en el derecho público interno. Como
ejemplo, cita el caso del Imperio japonés antes de 1945
y el caso del Reino Unido, donde el poder ejecutivo so-
metía el texto de un tratado al Parlamento cuando éste
había de dictar normas para dar efecto al tratado. En
otros países, por ejemplo en aquellos en que el poder
ejecutivo es colectivo, no hay ninguna institución cons-
titucional de derecho interno para la aprobación parla-
mentaria de la ratificación de los tratados.

67. Comparte la preocupación del Sr. Bartos en cuanto
a los riesgos de establecer la presunción. Puede suceder
que una gran Potencia ejerza presión, mediante la fuer-
za o mediante la corrupción, sobre el poder ejecutivo de
un país pequeño, pero entonces se planteará un proble-
ma de consentimiento y no de ratificación. Sea cual fue-
re la fórmula que se adopte, la Comisión no podrá im-
pedir esas presiones.
68. Por consiguiente, sigue convencido de que la me-
jor solución es la variante B propuesta por el Relator
Especial, dividida en dos artículos como ha sugerido el
Sr. Ago, de los que habría de eliminarse todo lo que no
sea perfectamente obvio.
69. Desea una vez más referirse a una fórmula a la
que recurren muchos Estados a fin de hacer frente a la
necesidad imperiosa de obligarse inmediatamente, a des-
pecho de las exigencias constitucionales de control par-
lamentario, fórmula que personalmente prefiere por con-
siderarla más digna, y que consiste en la firma con
entrada en vigor provisional y ulterior ratificación. Si no
hay ratificación, el tratado deja de estar en vigor. Por
desgracia, no es posible añadir esta fórmula a la pro-
puesta del Sr. Ago.

70. El Sr. YASSEEN dice que no ha cambiado de
opinión desde 1962, y que las intervenciones del actual
período de sesiones no le han convencido. Lo que ne-
cesita la Comisión no es una solución extrema que erija
la ratificación en obligación internacional de ¡us cogens,
sino una fórmula que haga de ella una especie de nor-
ma supletoria (expresión no muy ortodoxa) para los ca-
sos en que el tratado no estipule nada.
71. Apoya la presunción a favor de la ratificación, ins-
titución que conserva cierta utilidad, pues contribuye en
cierta medida a la solemnidad de que debe rodearse la
celebración de un tratado y brinda una garantía de que
el Estado ha dado su consentimiento. Es una formalidad
más que a veces demuestra si ha habido o no consentí-
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miento. En la historia diplomática se han dado muchos
casos en que un gobierno, abusando de sus prerrogati-
vas, concierta un tratado y procura imponerlo a un par-
lamento elegido por procedimientos seudodemocráticos.
Como la ratificación es una ceremonia muy solemne y
requiere la intervención parlamentaria, la nación está al
corriente del acto y, a veces, se opone a la ratificación
por el parlamento.

72. No se trata de hacer obligatoria la ratificación,
sino de que cuando el tratado guarde silencio, debe pre-
sumirse que es necesaria. El empleo de esa fórmula no
entraña riesgo alguno, ya que en otros tratados puede
estipularse lo contrario mediante una cláusula explícita
o expresando la voluntad de las partes en el sentido de
que la ratificación es innecesaria.

73. Algunos miembros de la Comisión no quieren re-
conocer que la ratificación es la regla general. Sin em-
bargo, existe una práctica constitucional general que
exige la ratificación, sobre todo para algunos tratados
importantes. En muchas constituciones la palabra «tra-
tado» tiene una acepción amplia; por ejemplo, en el
Irak, ni la anterior constitución ni la nueva provisional
admiten acuerdos internacionales que no sean tratados;
dan un sentido amplio a la palabra «tratado» y decla-
ran que la ratificación es necesaria.

74. En el caso de tratados menos importantes, los Es-
tados no están obligados a ratificar, pero si en efecto no
desean la ratificación, deben estipularlo claramente en
el tratado, que de este modo entrará en vigor con la fir-
ma. Por consiguiente, se inclina por la variante A pro-
puesta por el Relator Especial.

75. La propuesta del Sr. Ago presenta muchas ven-
tajas estructurales, ya que vincula la ratificación al con-
sentimiento, que desde un punto de vista histórico cons-
tituye el fundamento de aquélla. Sin embargo, no puede
aceptar esa fórmula porque no prevé ni resuelve el pro-
blema de que el tratado no estipule nada al respecto.
A la Comisión incumbe elaborar un texto que permita
allanar en lo posible las dificultades que en adelante
surjan en relación con la entrada en vigor de los tra-
tados.

76. El Sr. AGO dice que sólo hay que aclarar algu-
nos puntos antes de remitir el artículo al Comité de Re-
dacción. Reina aún alguna confusión debida a la vague-
dad con que se utilizan algunas expresiones en derecho
internacional.

77. El término «ratificación», que describe un acto
realizado conforme al derecho interno, tiene distintas
acepciones en ciertas constituciones y en la terminolo-
gía del derecho internacional. En su sentido propio es
en derecho interno el acto por el que el poder ejecutivo
expresa el consentimiento definitivo del Estado en obli-
garse por un tratado. Es erróneo hablar de «ratificación
parlamentaria», ya que el Parlamento no hace más que
autorizar al poder ejecutivo a ratificar. Por consiguiente,
la Comisión debe prescindir de ese aspecto de la cues-
tión. Lo que le interesa a ésta es si hace falta la rati-
ficación en el verdadero sentido del término, para que
el Estado exprese su consentimiento.

78. El derecho internacional no establece norma algu-
na sobre ratificación y deja en absoluta libertad al Es-
tado para que escoja la manera de expresar su consen-
timiento. No incumbe a la Comisión decir a los Estados
qué método deben preferir; debe simplemente exponer
el procedimiento por el que los Estados consienten en
obligarse.
79. Se opone a toda disposición en el sentido de que
la ratificación es necesaria. La cuestión es saber en qué
momento puede considerarse que los Estados tienen que
recurrir en derecho internacional a un acto de ratifica-
ción para que su consentimiento quede válidamente es-
tablecido. Por un lado, la ratificación es obligatoria para
todas las partes cuando éstas así lo acuerdan, bien por-
que ese acuerdo se halle consignado en el tratado o por-
que se deduzca de las circunstancias. Por otro lado, si
nada se ha estipulado, cada una de las partes actuará
como crea conveniente, y la ratificación será obligatoria
para una parte cuando su sistema constitucional la exija
y cuando aquélla lo haya hecho saber de antemano.

80. Varios miembros de la Comisión desean estable-
cer una norma aplicable en caso de silencio del tratado
y de las partes interesadas. No cree que deba deducirse
del simple silencio la necesidad de la ratificación. Con
ello se correría el riesgo de que fuese demasiado fácil
para un Estado sustraerse a los compromisos contraídos
en tratados que no requieren ratificación según la inten-
ción de las partes, aunque dicha intención no sea mani-
fiesta. Es inconcebible que un ministro o un embajador
que sepa que en su país hace falta ratificar el tratado
para que entre en vigor, no lo diga antes de firmarlo.
Ésa es la razón de que no haya incluido tal regla en su
propuesta.

81. El caso citado por el Sr. Lachs y el Sr. de Luna,
en que un tratado entra en vigor provisionalmente con
la firma y es ratificado posteriormente, tiene, a su jui-
cio, más que ver con la firma que con la ratificación;
habría que decir que hay casos en que el tratado entra
en vigor provisionalmente con la firma, no obstante lo
cual siguen sujetos a ratificación.

82. El Sr. ROSENNE dice que están justificadas las
dudas que expresó al comienzo del debate sobre el ar-
tículo 12, y sigue creyendo que el trabajo de la Comi-
sión sobre el derecho de los tratados sufriría en conjunto
gran menoscabo si se aceptase el argumento de que
aquélla debe adoptar una posición determinada acerca
de algunos aspectos doctrinales en lugar de seguir bus-
cando una solución práctica que represente una trans-
acción aceptable.

83. Los argumentos del Sr. Jiménez de Aréchaga tie-
nen cierta fuerza, pero un simple análisis estadístico po-
dría inducir a error. El problema debe considerarse en
el contexto general del proyecto, algunas de cuyas dis-
posiciones van lejos en cuanto a evitar la clase de abu-
sos mencionados por el Presidente.
84. Coincide en gran parte con el Sr. Ago por lo que
respecta al caso de que un tratado guarde silencio. Si
han de insertarse en el proyecto disposiciones expresas
al respecto, habrá que aclarar las causas por las que
el tratado guarda silencio y éstas acaso varíen mucho.
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Duda que la Comisión, en la actual etapa de desarrollo
del derecho internacional y de la organización del Esta-
do, deba preocuparse de la hipótesis de una redacción
descuidada, cuando en los casos en que las causas son
de origen político, existen pocas probabilidades de idear
una fórmula satisfactoria.
85. El Comité de Redacción debe evidentemente tener
en cuenta algunas de las consideraciones generales ex-
puestas por el Sr. Tunkin en relación con el concepto
doctrinal del tratado.
86. Con respecto al texto propiamente dicho del ar-
tículo, ya expresó su preferencia por la variante B del
Relator Especial; posteriormente, el Sr. Ago ha presen-
tado su propia propuesta, que no es muy distinta y cuya
estructura es aceptable.
87. Aunque no desea prolongar el debate, sugiere que
el Comité de Redacción estudie la posibilidad de adop-
tar la frase «de acuerdo con sus respectivos procedi-
mientos constitucionales», empleada en los Artículos 43,
108 y 110 de la Carta. Como señaló el Sr. Verdross en
la 646.a sesión 10, en materia de ratificación de tratados,
el derecho internacional se refiere a los preceptos de
derecho constitucional que efectivamente aplican los Es-
tados y no a los que sólo son letra muerta. La redac-
ción de los textos del Relator Especial y del Sr. Ago
está algo recargada y la frase inicial podría modificarse
para que dijera: «Se exigirá la ratificación o aprobación
de acuerdo con los procedimientos constitucionales de
las partes...»; seguidamente se indicarían los casos en
que se exija ese requisito.
88. El empleo de las palabras «ratificación o aproba-
ción» tiene el propósito de tener en cuenta las observa-
ciones en el sentido de que esos dos procedimientos
deben tratarse en un plano de igualdad, así como las del
Gobierno de Dinamarca a propósito de que pueden di-
ferir los procedimientos internos de las partes en cuanto
a la ratificación.
89. La fórmula que él propone, aunque criticada a ve-
ces en las obras doctrinales, ha sido empleada en la re-
solución 1991 (XVIII) de la Asamblea General relativa
a la reforma de la Carta, y en las resoluciones 91 (I),
363 (IV), 805 (VIII) y 806 (VIII) relativas a solicitu-
des de Estados no miembros para ser partes en el Esta-
tuto de la Corte Internacional de Justicia.

90. El Sr. TSURUOKA apoya la propuesta del Sr. Ago
y confía en que la Comisión la adopte como base de las
deliberaciones en el Comité de Redacción. Se trata de
una fórmula neutral que no prejuzga nada. Es cierto que
no hace referencia a ninguna presunción, pero, a su jui-
cio, ello constituye un mérito y no un defecto; efectiva-
mente, cada año celebran tratados docenas de países y
es raro advertir que el silencio produzca conflictos. Si
hay alguna controversia, la culpa es de las partes, que
generalmente son dos, ya que los pocos ejemplos que
pueden encontrarse se refieren a tratados bilaterales y
no multilaterales. Es indudable que las dos partes se
pondrán de acuerdo para resolver la controversia. Por

10 Anuario de ¡a Comisión de Derecho Internacional, 1962,
vol. I, pág. 115, párrs. 56 y 57.

consiguiente, no comprende para qué serviría formular
una presunción.
91. Además, estima peligroso que la Comisión se de-
cida por una u otra tesis, ya que con ello podría provo-
car una incomprensión total en la conferencia interna-
cional convocada para adoptar el texto. Dado que la
cuestión se rige en la mayoría de los países por precep-
tos constitucionales, si la conferencia adoptara una regla
de ese género, sería difícil que los Estados participantes
la aceptasen: no llegarían a ser partes en el tratado o
harían reservas al mismo, y el trabajo de la Comisión
habría sido en vano.

92. El PRESIDENTE, hablando como miembro de la
Comisión, dice que es deber de ésta determinar la for-
ma en que los Estados han de expresar su voluntad de
obligarse. La Comisión podría aceptar la firma, pero
tendría que ser la de los representantes autorizados para
firmar: éste es un caso en que el derecho internacional
remite al derecho interno, como ocurre en la propia
Carta de las Naciones Unidas.
93. Con respecto a los términos «aprobación» y «ra-
tificación», no hay que ocuparse del significado que se
les atribuye en el derecho interno. En derecho interna-
cional, la ratificación es el instrumento por el cual las
autoridades competentes de un Estado confirman que el
Estado queda obligado. La «aprobación» significa que
el órgano competente ha dado su aprobación, que no es
la aprobación parlamentaria. Recuerda la celebración
de 16 convenios entre Yugoslavia y Austria que el Mi-
nistro de Relaciones Exteriores austríaco no firmó hasta
que hubo recibido la aprobación del Consejo de Minis-
tros de su país.
94. Lo importante es establecer cómo han de expresar
su voluntad los Estados. Si los miembros de la Comi-
sión creyesen que debe ser mediante la firma, y que ello
es posible en las condiciones de la vida internacional
moderna, personalmente estaría de acuerdo. Pero como
no en todos los casos basta con la firma, ¿qué es preci-
so exigir? La ratificación o la aprobación, en el sentido
en que esos términos se emplean en las Naciones Uni-
das, son sólo la garantía de que un órgano expresa la
voluntad de obligar al Estado. Si se aceptase la otra hi-
pótesis, es de temer que los plenipotenciarios se hicie-
ran cargo por sí mismos de expresar la voluntad del Es-
tado y eludiesen el control establecido en la constitución
del Estado diciendo, o dando a entender, que la ratifi-
cación no es necesaria. Con ello se corre el riesgo de
privar a la nación de la oportunidad de expresar su
•voluntad, cosa que la Comisión tiene el deber de salva-
guardar. A su modo de ver, sería un craso error adoptar
esa fórmula; y si efectivamente respondiera a la práctica,
sería ésta la que habría que modificar.

95. En tanto que Presidente, cree entender que la ma-
yoría de la Comisión desea que el Comité de Redacción
tome como base de sus deliberaciones la variante B del
Relator Especial y la propuesta del Sr. Ago.

96. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, dice
que el procedimiento sugerido por el Presidente lo colo-
caría en una posición algo difícil. Antes de que se am-
pliara la Comisión, participaba a menudo en los cam-
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bios de impresiones sobre cada uno de los artículos, pero
luego se ha abstenido deliberadamente de hacerlo, por
estimar que se ahorraría tiempo si hacía un resumen y
ofrecía sus observaciones al terminar el debate. Cree que
debería dársele esa oportunidad antes de remitir al Co-
mité de Redacción el artículo 12, que es importante.

97. El Sr. BRIGGS apoya plenamente al Relator Es-
pecial. No puede aprobar por completo el resumen del
Presidente, ya que todas las variantes debatidas en la
Comisión, junto con las observaciones del Relator Es-
pecial, deben remitirse al Comité de Redacción para su
estudio.

Se levanta la sesión a las 18 horas.

786.a SESIÓN

Miércoles 19 de mayo de 1965, a las 10 horas

Presidente: Sr. Milan BARTOS

Presentes: Sr. Ago, Sr. Amado, Sr. Briggs, Sr. Cas-
tren, Sr. El-Erian, Sr. Elias, Sr. Jiménez de Aréchaga,
Sr. Lachs, Sr. de Luna, Sr. Pal, Sr. Paredes, Sr. Pessou,
Sr. Reuter, Sr. Rosenne, Sr. Ruda, Sr. Tabibi, Sr. Tsu-
ruoka, Sr. Tunkin, Sr. Verdross, Sir Humphrey Wal-
dock y Sr. Yasseen.

Provision de una vacante ocurrida después de la elección
(A/CN. 4/178 y Add. 1)

[Tema 1 del programa]

1. El PRESIDENTE declara que, de conformidad con
lo dispuesto en su Estatuto, la Comisión, reunida en se-
sión privada el día anterior, procedió a elegir un nuevo
miembro para cubrir la vacante producida por la renun-
cia del Sr. Kanga. Después de examinar los datos bio-
gráficos presentados, se eligió en votación secreta al
Sr. Bedjaoui, Ministro de Justicia de la República Ar-
gelina Democrática y Popular, al que la Comisión deci-
dió enviar un telegrama invitándole a participar en sus
tareas.

Disposiciones para la continuación de los trabajos

2. El PRESIDENTE dice que la Comisión, en la mis-
ma sesión privada, después de tomar conocimiento de
una propuesta encaminada a trasladar sus sesiones a un
lugar distinto al del Palacio de las Naciones, decidió
adoptar la pertinente resolución, encargando de redac-
tarla al Relator General.

3. El Sr. ELIAS, Relator General, manifiesta que, en
cumplimiento del encargo de la Comisión, ha preparado
un proyecto de resolución sobre las disposiciones para
el actual período de sesiones que dice así:

«La Comisión de Derecho Internacional,
Vistos los artículos 12 y 14 de su Estatuto,
Pide al Secretario General que adopte todas las dispo-

siciones necesarias a fin de que la Comisión cuente con
los locales y los servicios indispensables para la labor
de los miembros y de la Secretaría, de modo que todo su
período de sesiones pueda celebrarse en el Palacio de las
Naciones.»

4. El PRESIDENTE sugiere que se autorice a la Mesa
de la Comisión a transmitir la resolución al Director de
la Oficina Europea de las Naciones Unidas.

Así queda acordado.

Derecho de los tratados

(A/CN. 4/175 y Add. l a 3; A/CN. 4/177 y Add. l ;
A/CN. 4/L. 107)

(reanudación del debate de la sesión anterior)

[Tema 2 del programa]

ARTÍCULO 12 (Ratificación) (continuación) 1

5. El PRESIDENTE invita a la Comisión a concluir
su examen del artículo 12 para que el Relator Especial
pueda hacer la recapitulación del debate.

6. El Sr. TUNKIN señala una dificultad que la Co-
misión no ha tenido en cuenta, y que podría provenir
de que en la esfera internacional, la ratificación no es
el acto final realizado por el Estado para establecer su
consentimiento en obligarse por un tratado. Podría pro-
ducirse un cambio de gobierno en el intervalo entre la
ratificación de un tratado y el canje o el depósito de
los instrumentos de ratificación. Si el nuevo gobierno no
deseara ocuparse del asunto, no podría considerarse al
Estado como obligado por los términos del tratado,
puesto que la fase final del consentimiento en la esfera
internacional no habría llegado a su término. Confía en
que el Comité de Redacción podrá redactar un texto
que consigne las distintas fases del procedimiento para
establecer el consentimiento en obligarse.

7. Quisiera señalar que la primera parte del párrafo 1
de la propuesta del Sr. Ago 2 no se ha vertido correcta-
mente al inglés; en efecto, las palabras «un acto de ra-
tificación» han sido traducidas por «an instrument of
ratification».

8. Sir Humphrey WALDOCK, Relator Especial, re-
capitulando el debate, dice que han surgido dos criterios
sobre el grave problema de si existe o no alguna norma
que exija la ratificación en determinadas circunstancias.
Algunos miembros han subrayado la necesidad de sal-
vaguardar las disposiciones constitucionales de los Esta-
dos, mientras que otros, con los que él está fundamen-
talmente de acuerdo, se preocupan por obtener garantías
suficientes de seguridad en el proceso de elaboración de
los tratados, a fin de que cada Estado conozca con algu-
na certidumbre en qué casos podrá confiar en los actos

1 Vid. 783.a sesión, a continuación del párr. 81, y 784.a se-
sión párr. 2.

2 Vid. párr. 70 de la 784.a sesión.


